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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 31 de agosto de 2023. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone reformar el artículo 57 de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 15 de 

Agosto de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

ordinaria número 31, celebrada el 23 de agosto de 2023, se dio cuenta 

al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 32, celebrada el 31 de 

agosto de 2023, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan. 
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En atención a lo anterior el Pleno de este Tribunal procede, en 

forma respetuosa, a emitir opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo 

parlamentario del «Partido Acción Nacional», para reformar el artículo 

57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que 

a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Objetivo y contenido de la iniciativa: 

l. Objetivo y contenido de la iniciativa: 

La iniciativa en estudio propone la reforma artículo 57 de la Ley 

de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato, 

a efecto adicionar el concepto del tipo de violencia política y remitir 

al listado de supuestos que la configuran en la Ley de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Guanajuato 

como violencia política en razón de género, a fin de incorporar la 

sanción de la violencia política contra las mujeres en el ámbito de la 

responsabilidad administrativa estatal. 

 

II. En cuanto a la propuesta, en lo general: 

 

La reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de 

abril de 2020, mediante la cual se reformaron y adicionaron diversas 

disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, de la Ley General de Partidos 

Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley 
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Orgánica de la Fiscalía General de la República, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación y de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas; incorporó a la legislación mexicana 

el concepto de Violencia Política contra las mujeres en razón de género, 

modificó y adicionó de manera integral la legislación a efecto de 

distribuir competencias y procurar una protección más amplia en contra 

de la violencia contra las mujeres. 

 

Al respecto, esta reforma adicionó una última parte al artículo 57 

de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en la cual se 

incluye dentro de la conducta típica de «abuso de funciones» a aquella 

persona servidora o servidor público que «realiza por sí o a través de 

un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 20 Ter, de la 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia». 

 

Lugo entonces, la propuesta en estudio propone homologar lo 

establecido en la ley general. Tan es así que la redacción propuesta es 

similar a lo ya contemplado en la Ley General.  

 

Lo anterior no impide a la legislatura local regular lo relacionado a 

esta conducta en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 

Estado de Guanajuato, pues la Violencia Política contra las mujeres en 

razón de género en los entes de la administración pública constituye 

una problemática que requiere la implementación de mecanismos 

jurídicos para evitar dicha práctica. Lo cual abona a la legitimidad de 

las instituciones y sus procedimientos, además de contribuir a garantizar 

el respeto a los derechos de las mujeres a una vida libre de violencia.  



 
5 

 

Dicha propuesta de reforma al artículo 57 de la ley local, se 

considera constitucional y acorde a los principios establecidos por la Ley 

General de responsabilidades Administrativas al estar  homologando la 

ley local con lo dispuesto por la ley general, por lo que en lo general se 

reconoce su viabilidad.  

 

III. En cuanto a la propuesta, en lo particular: 

 

Cabe señalar que, existe una diferencia esencial entre la propuesta 

de reforma al artículo 57 de la Ley Local y lo establecido por la Ley 

general de Responsabilidades Administrativas, pues la propuesta de 

reforma en la ley local remite a “alguna de las conductas descritas 

como violencia política y sus formas de comisión” contenidas en la Ley 

de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado 

de Guanajuato; mientras que la ley General remite específicamente al 

artículo 20 Ter, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, que también fue adicionado mediante la reforma 

Diario Oficial de la Federación el 13 de abril de 2020. 

 

Por lo tanto, será necesario analizar si “las conductas descritas 

como violencia política y sus formas de comisión” contenidas en la ley 

local coinciden con dicho artículo 20 Ter, de la Ley General. Lo anterior 

a efecto de confirmar que el Legislativo Estatal no está invadiendo 

atribuciones del Congreso de la Unión al ampliar indebidamente el 

catálogo de faltas graves: 
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Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia 

Ley de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia para el Estado de 

Guanajuato 

ARTÍCULO 20 Ter.- La violencia política 

contra las mujeres puede expresarse, entre 

otras, a través de las siguientes conductas: 

I.        Incumplir las disposiciones 

jurídicas nacionales e internacionales que 

reconocen el ejercicio pleno de los 

derechos políticos de las mujeres; 

II.       Restringir o anular el derecho al 

voto libre y secreto de las mujeres, u 

obstaculizar sus derechos de asociación y 

afiliación a todo tipo de organizaciones 

políticas y civiles, en razón de género; 

III.      Ocultar información u omitir la 

convocatoria para el registro de 

candidaturas o para cualquier 

otra actividad que implique la toma de 

decisiones en el desarrollo de sus funciones y 

actividades; 

IV.      Proporcionar a las mujeres que 

aspiran u ocupan un cargo de elección 

popular información falsa o incompleta, que 

impida su registro como candidata o 

induzca al incorrecto ejercicio de 

sus atribuciones; 

V.       Proporcionar información 

incompleta o datos falsos a las autoridades 

Artículo 5. Los tipos de 

violencia contra las mujeres son: 

X. Violencia política: es la 

acción u omisión que, en el 

ámbito político, público o 

privado, tenga por objeto o 

resultado limitar, anular o 

menoscabar el ejercicio efectivo 

de los derechos político-

electorales de una mujer, el 

acceso al pleno ejercicio de las 

atribuciones inherentes a su 

cargo o función del poder 

público y se manifiesta en 

presión, persecución, 

hostigamiento, acoso, coacción, 

vejación, discriminación, 

amenazas o privación de la 

libertad o de la vida en razón de 

género; 

 

Artículo 5 Bis. A quien 

dolosamente realice acciones u 

omisiones que configuren 

violencia política en razón de 

género en los términos de la 
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administrativas, electorales 

o jurisdiccionales, con la finalidad de 

menoscabar los derechos políticos de las 

mujeres y la garantía del debido proceso; 

VI.      Proporcionar a las mujeres que 

ocupan un cargo de elección popular, 

información falsa, incompleta o imprecisa, 

para impedir que induzca al incorrecto 

ejercicio de sus atribuciones; 

VII.     Obstaculizar la campaña de 

modo que se impida que la competencia 

electoral se desarrolle en condiciones de 

igualdad; 

VIII.    Realizar o distribuir propaganda 

política o electoral que calumnie, degrade 

o descalifique a una candidata basándose 

en estereotipos de género que reproduzcan 

relaciones de dominación, desigualdad o 

discriminación contra las mujeres, con el 

objetivo de menoscabar su imagen 

pública o limitar sus derechos políticos y 

electorales; 

IX.      Difamar, calumniar, injuriar o 

realizar cualquier expresión que denigre o 

descalifique a las mujeres en ejercicio de sus 

funciones políticas, con base en estereotipos 

de género, con el objetivo o el resultado de 

menoscabar su imagen pública o limitar o 

anular sus derechos; 

X.       Divulgar imágenes, mensajes o 

información privada de una mujer 

candidata o en funciones, por cualquier 

fracción X del artículo anterior, 

acorde a los supuestos siguientes: 

I. Imponer la realización de 

actividades distintas a las 

atribuciones inherentes a su 

cargo o función; 

II. Restringir 

injustificadamente la realización 

de acciones o actividades 

inherentes a su cargo o función 

pública; 

III. Proporcionar información 

o documentación incompleta o 

errónea con el objeto de impedir 

el ejercicio pleno de los derechos 

político-electorales o inducir al 

ejercicio indebido de sus 

atribuciones o facultades; 

IV. Ocultar información o 

documentación con el objeto de 

limitar o impedir el ejercicio de sus 

derechos político-electorales o 

inducir al ejercicio indebido de 

sus atribuciones; 

V. Proporcionar o difundir 

información con la finalidad de 

impedir o limitar el ejercicio de los 

derechos político-electorales, o 

impedir el ejercicio de sus 

atribuciones o facultades. 

VI. Impedir o restringir su 

incorporación, toma de protesta 
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medio físico o virtual, con el propósito de 

desacreditarla, difamarla, denigrarla y 

poner en entredicho su capacidad o 

habilidades para la política, con base en 

estereotipos de género; 

XI.      Amenazar o intimidar a una o 

varias mujeres o a su familia o colaboradores 

con el objeto de inducir su renuncia a la 

candidatura o al cargo para el que fue 

electa o designada; 

XII.     Impedir, por cualquier medio, 

que las mujeres electas o designadas a 

cualquier puesto o encargo público tomen 

protesta de su encargo, asistan a las sesiones 

ordinarias o extraordinarias o a cualquier 

otra actividad que implique la toma de 

decisiones y el ejercicio del cargo, 

impidiendo o suprimiendo su derecho a voz 

y voto; 

XIII.    Restringir los derechos políticos 

de las mujeres con base a la aplicación de 

tradiciones, costumbres o sistemas 

normativos internos o propios, que sean 

violatorios de los derechos humanos; 

XIV.    Imponer, con base en 

estereotipos de género, la realización de 

actividades distintas a las atribuciones 

propias de la representación política, cargo 

o función; 

XV.     Discriminar a la mujer en el 

ejercicio de sus derechos políticos por 

encontrarse en estado de embarazo, parto, 

o acceso al cargo o función 

pública para el cual ha sido 

nombrada o elegida; 

VII. Impedir o restringir su 

reincorporación al cargo o 

función pública posterior en los 

casos de licencias, permisos o 

derechos conforme a las 

disposiciones aplicables; y  

VIII. Impedir u obstaculizar los 

derechos de asociación y 

afiliación en los partidos políticos 

por razón de género. 
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puerperio, o impedir o restringir su 

reincorporación al cargo tras hacer uso de 

la licencia de maternidad o de cualquier 

otra licencia contemplada en la 

normatividad; 

XVI.    Ejercer violencia física, sexual, 

simbólica, psicológica, económica o 

patrimonial contra una mujer en ejercicio de 

sus derechos políticos; 

XVII.   Limitar o negar arbitrariamente 

el uso de cualquier recurso o atribución 

inherente al cargo que ocupe la mujer, 

incluido el pago de salarios, dietas u otras 

prestaciones asociadas al ejercicio 

del cargo, en condiciones de igualdad; 

XVIII.  Obligar a una mujer, mediante 

fuerza, presión o intimidación, a suscribir 

documentos o avalar decisiones contrarias 

a su voluntad o a la ley; 

XIX.    Obstaculizar o impedir el acceso 

a la justicia de las mujeres para proteger sus 

derechos políticos; 

XX.     Limitar o negar arbitrariamente el 

uso de cualquier recurso o atribución 

inherente al cargo político que ocupa la 

mujer, impidiendo el ejercicio del cargo en 

condiciones de igualdad; 

XXI.    Imponer sanciones injustificadas 

o abusivas, impidiendo o restringiendo el 

ejercicio de sus derechos políticos en 

condiciones de igualdad, o 

XXII.   Cualesquiera otras formas 
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análogas que lesionen o sean susceptibles 

de dañar la dignidad, integridad o libertad 

de las mujeres en el ejercicio de un cargo 

político, público, de poder o de decisión, 

que afecte sus derechos políticos 

electorales. 

La violencia política contra las mujeres 

en razón de género se sancionará en los 

términos establecidos en la legislación 

electoral, penal y de responsabilidades 

administrativas. 

 

 

Como se puede analizar, si bien la disposición local y la federal no 

son contrarias, si existen algunas diferencias que podrían interpretarse 

como invasión de atribuciones de la federación, pues «la regulación de 

los aspectos inherentes como los sujetos obligados, las autoridades 

competentes, las infracciones administrativas, las sanciones, y los 

procedimientos de investigación, sustanciación y sanción, son 

competencia exclusiva del Congreso de la Unión» ya que «la 

calificación de las faltas es lo que determina si la sustanciación se llevará 

por los órganos internos de control o dependencias de mérito, mismos 

que podrán resolver en caso de infracciones no graves, o bien, si la 

sustanciación la realizará el órgano fiscalizador correspondiente y la 

resolución el Tribunal Federal de Justicia Administrativa o su homólogo 

local»1  

 

 
1 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 115/2017, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, 
Julio de 2021, Tomo II, página 1318, Registro digital 29937.  
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Esencialmente, los diferencias las encontramos en que la legislación 

local contiene los supuestos sin hacer referencia a elementos de género, 

lo cual si conlleva una discordancia. No toda violencia política contiene 

elementos de género, por lo que el Instituto Nacional Electoral (INE), 

acorde al Protocolo para la Atención de la Violencia Política contra las 

Mujeres en razón de Género2,  ha establecido criterios auxiliares para la 

identificación de los componentes de género, siendo estos los 

siguientes: 

1.- Cuando la violencia se dirige a las mujeres por ser mujeres: 

cuando las agresiones están orientadas en contra de las mujeres por su 

condición de mujeres y por lo que representan en términos simbólicos 

bajo concepciones estereotipadas. 

2.- Cuando la violencia tiene un impacto diferenciado en las 

mujeres: a) cuando la acción u omisión afecta a las mujeres de forma 

diferente que a los hombres o cuyas consecuencias se agravan ante la 

condición de ser o mujer y b) cuando les afecta en forma 

desproporcionada. 

 

Luego entonces, ejemplos de las señaladas discrepancias los 

podemos encontrar en los siguientes supuestos: 

 

1. La fracción I del artículo 5 Bis de la Ley local Establece: «I. Imponer 

la realización de actividades distintas a las atribuciones inherentes 

a su cargo o función.». En este caso no encontramos una fracción 

correlativa en el artículo 20 Ter de la Ley Federal, las más parecidas 

 
2 Instituto Nacional Electoral, Protocolo para la atención de la violencia política contra las mujeres en razón 
de género, 2017, https://igualdad.ine.mx/biblioteca/protocolo-para-la-atencion-de-la-violencia-politica-
contra-las-mujeres/ 
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son las fracciones XIV y XVIII, sin embargo, para actualizar el 

supuesto jurídico se requiere, en la fracción XIV “Imponer, con base 

en estereotipos de género…” y en la fracción XVIII “Obligar a una 

mujer, mediante fuerza, presión o intimidación, a suscribir 

documentos o avalar decisiones contrarias a su voluntad o a la 

ley”, por lo que se considera que si no se cumplen esas 

particularidades, no se estaría en posibilidad de sancionar al 

servidor público por este supuesto. 

 

2. La fracción V del artículo local establece: «Proporcionar o difundir 

información con la finalidad de impedir o limitar el ejercicio de los 

derechos político-electorales, o impedir el ejercicio de sus 

atribuciones o facultades.», mientras que la ley federal señala en 

sus fracciones IX. «Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier 

expresión que denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de 

sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, con 

el objetivo o el resultado de menoscabar su imagen pública o 

limitar o anular sus derechos»; y X. «Divulgar imágenes, mensajes o 

información privada de una mujer candidata o en funciones, por 

cualquier medio físico o virtual, con el propósito de desacreditarla, 

difamarla, denigrarla y poner en entredicho su capacidad o 

habilidades para la política, con base en estereotipos de género;» 

por lo que, las diferencias que se encuentran también impedirían 

el imponer una sanción administrativa sin que ello implique una 

invasión de atribuciones del legislativo federal. 
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Cabe señalar que, de acuerdo con la ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD 115/2017, resuelta por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, «las legislaturas locales no pueden 

modificar aspectos relacionados íntimamente con la competencia y, 

por tanto, no deben prever un catálogo diverso de faltas (…) al ya 

previsto por la ley general, en tanto que dichas disposiciones podrían 

trastocar las competencias de órganos y su correlación dentro del 

sistema de Anticorrupción» 

Si bien, la fracción XXII. del artículo 20 Ter contiene la salvedad de 

que se considera violencia política «Cualesquiera otras formas 

análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la 

dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de un 

cargo político, público, de poder o de decisión, que afecte sus 

derechos políticos electorales.», se recomienda modificar la presente 

iniciativa con el objeto de no invadir la esfera de atribuciones federal, 

para lo cual se recomienda: 

a) En la propuesta de reforma al Artículo 57 de la ley local, remitir 

directamente al artículo 20 Ter, de la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia; o bien 

b) Proponer una reforma integral que incluya la modificación al 

artículo 5 Bis de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia para el Estado de Guanajuato, a efecto de que coincida 

plenamente con lo establecido en la relativa ley general. 
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No se omite mencionar que la presente iniciativa se encuentra 

acorde a los principios constitucionales y que abona a la importante 

tarea de eliminar afectaciones al desarrollo de los derechos político-

electorales de las mujeres, mismos que con los años se han violentado 

a través de distintas manifestaciones de agresión. 

Finalmente, si bien la pretensión de la iniciativa planteada es 

ampliar el campo de protección de la violencia política en razón de 

género a través de la potestad punitiva estatal, en la interpretación del 

derecho administrativo sancionador, se considera pertinente 

establecer enfoques, también, en el ámbito preventivo de violencia 

contra las mujeres, mediante el establecimiento de acciones como la 

creación de protocolos preventivos, campañas de concientización y 

lineamientos conducentes para contribuir a la reparación y 

erradicación de la violencia política contra las mujeres. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 


